El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Auto – 24

 de febrero de 2017

Radicación Nro. :
  
 66001-31-03-002-2013-00244-01


Demandante: 

 FABIO QUINTEROS SALAZAR
Demandado: 


NOHEMÍ CRUZ VILLADA

Proceso: 


Acción Popular – Declara la nulidad de todo lo actuado desde la sentencia

Magistrado Sustanciador: 
 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas:


NULIDAD POR INDEBIDA NOTIFICACIÓN / ARTÍCULO 21 DE LA LEY 472 DE 1998 / NUMERAL 8º DEL ARTÍCULO 133 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO. “A folio 14 del cuaderno principal obra copia del aviso que se publicó en el Diario del Otún, el 24 de octubre de 2013
, en el que se informa a la comunidad sobre la iniciación del proceso, el nombre de las partes, el número de radicación y se expresa que la finalidad es que se protejan los derechos colectivos y normas vigentes de la ciudad. Empero, no consigna ese documento ningún dato que brinde noción a las personas interesadas, sobre el hecho que origina el agravio y que justifica la protección constitucional reclamada, de manera tal que les permitiera decidir si comparecen o no al proceso como coadyuvantes. De esa manera las cosas, se configuró la nulidad a que se refiere la segunda norma citada, la que será declarada desde la sentencia proferida.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, febrero veinticuatro (24) de dos mil diecisiete (2017)


Expediente 66001-31-03-002-2013-00244-01
Sería del caso resolver lo que corresponda, en relación con el recurso de apelación interpuesto por el coadyuvante Javier Elías Arias Idárraga, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 30 de noviembre del año pasado, en la acción popular promovida Fabio Quintero Salazar, Diego Barbosa Cadavid, Luz Amparo Ramírez, Joaquín Emilio Flórez, José Correa y Jesús María Betancourt contra la señora Nohemí Cruz Villada, pero se ha configurado una causal de nulidad que afecta la validez de la actuación.
Dice el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 en lo pertinente: “Notificación del auto admisorio de la demanda. En el auto que admita la demanda el juez ordenará su notificación personal al demandado. A los miembros de la comunidad se les podrá informar a través de medio masivo de comunicación o de cualquier mecanismo eficaz, habida cuenta de los eventuales beneficiarios.” 

El numeral 8º del artículo 133 del Código General del Proceso, consagra como causal de nulidad el no practicarse en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, cuando la ley así lo ordena.

Con el fin de dar cumplimiento a la primera de tales disposiciones, por auto del 26 de septiembre de 2013
, se ordenó publicar a costa de la parte interesada el aviso “…en prensa o en radio con amplía difusión en esta ciudad, y a su elección”.
A folio 14 del cuaderno principal obra copia del aviso que se publicó en el Diario del Otún, el 24 de octubre de 2013
, en el que se informa a la comunidad sobre la iniciación del proceso, el nombre de las partes, el número de radicación y se expresa que la finalidad es que se protejan los derechos colectivos y normas vigentes de la ciudad. Empero, no consigna ese documento ningún dato que brinde noción a las personas interesadas, sobre el hecho que origina el agravio y que justifica la protección constitucional reclamada, de manera tal que les permitiera decidir si comparecen o no al proceso como coadyuvantes. 

De esa manera las cosas, se configuró la nulidad a que se refiere la segunda norma citada, la que será declarada desde la sentencia proferida
.

Por otra parte, se observa que tampoco se le comunicó al Ministerio Público el auto que admitió la demanda, tal como lo dispone el inciso 6º del artículo 21 de la Ley 472 de 1998; esa omisión está prevista como causal de nulidad en el numeral 8 del artículo 133 del código citado y aunque es saneable de conformidad con el 136, no se pondrá en conocimiento de ese funcionario en razón al otro vicio que afecta la validez de lo actuado. Sin embargo a ello debe proceder el funcionario de primera instancia en cumplimiento de la obligación que le impone el numeral 5º del artículo 42.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil Familia,
R E S U E L V E :

Primero: Declarar la nulidad de lo actuado en este proceso desde la sentencia proferida el 30 de noviembre de 2016.
Segundo: Ordenar rehacer la actuación afectada, para lo cual deberán adoptarse las medidas que garanticen la debida notificación a los miembros de la comunidad sobre la existencia y fines del proceso.

Tercero: Advertir al juzgado de primera sede sobre la nulidad saneable que se ha configurado, con el fin de que se tomen las medidas necesarias para conjurarla.

Notifíquese y cúmplase,  

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 





JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O











� Folio 17, cuaderno No. 1


� Folio 11, cuaderno No. 1


� Folio 17, cuaderno No. 1


� En el mismo sentido, auto del 25 de abril de 2016, Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, expediente No. 66400-31-89-001-2015-00086-01, entre otros.
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